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La Prevención De Riesgos Laborales En La Administración: Objeto Y Ámbito De Aplicación.
La Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención de Riesgos Laborales (LPRL) y el RD 39/1997, de 17 de enero, por el que se aprueba el Reglamento de los Servicios de Prevención (RSP), son las normas básicas en materia de prevención de riesgos laborales. 
Por otra parte, el propio RSP prevé que las Administraciones Públicas podrán dictar normativa específica para regular la organización de los recursos necesarios para el desarrollo de sus actividades preventivas[footnoteRef:1]. En este caso el RSP tendrá carácter supletorio para lo no previsto en esta normativa específica. [1:  Disposición adicional 4º.1 RSP
Cuarta Aplicación a las Administraciones públicas 
1. En el ámbito de las Administraciones públicas, la organización de los recursos necesarios para el desarrollo de las actividades preventivas y la definición de las funciones y niveles de cualificación del personal que las lleve a cabo se realizará en los términos que se regulen en la normativa específica que al efecto se dicte, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 31, apartado 1, y en la disposición adicional tercera de la Ley de Prevención de Riesgos Laborales, y en la disposición adicional primera de este Reglamento, previa consulta con las organizaciones sindicales más representativas, en los términos señalados en la Ley 7/1990, de 19 de julio, sobre negociación colectiva y participación en la determinación de las condiciones de trabajo de los empleados públicos.
En defecto de la citada normativa específica, resultará de aplicación lo dispuesto en este Reglamento.
] 

Así, el RD 67/2010, de 29 de enero, de adaptación de la legislación de Prevención de Riesgos Laborales a la Administración General del Estado, es la norma que, junto con la LPRL y RSP, regula la prevención de los riesgos laborales en la Administración General del Estado (AGE).
Según la propia exposición de motivos del RD 67/2010, la LPRL y el RSP previeron en su momento la necesidad de regular, a través de una normativa específica para las Administraciones Públicas, determinadas cuestiones tales como los derechos de participación y representación, la organización de los recursos necesarios para el desarrollo de las actividades preventivas, la definición de funciones y niveles de cualificación del personal que las lleve a cabo y el establecimiento de adecuados instrumentos de control que sustituyan a las obligaciones en materia de auditorías, contenidas en el capítulo V del RSP, que no son de aplicación a las Administraciones Públicas.
Al cumplimiento de este mandato en la Administración General del Estado respondió el Real Decreto 1488/1998, de 10 de julio, de adaptación de la legislación de prevención de riesgos laborales a la Administración General del Estado.
No obstante desde la promulgación de este RD 1488/1998 se han producido importantes modificaciones en la normativa general de prevención de riesgos laborales. 
Por otra parte, hay que tener en cuenta lo dispuesto en la Estrategia Española de Seguridad y Salud en el Trabajo 2007-2012 la cual indica en su introducción que «las Administraciones Públicas, en su condición de empleadores, deberán hacer plenamente efectivo el derecho de los empleados públicos a recibir protección eficaz en materia de seguridad y salud en el trabajo, tal y como se reconoce en la reciente Ley 7/2007, de 12 de abril, del Estatuto Básico del Empleado Público, para lo cual las Administraciones Públicas deberán cumplir también lo exigido a las empresas en el ámbito privado, esto es: lograr un mejor y más eficaz cumplimiento de la normativa de prevención de riesgos laborales, mejorar la eficacia y calidad de las actividades preventivas y fortalecer y favorecer la implicación de los empleados públicos en la mejora de la seguridad y la salud en el trabajo», y añade más adelante, en el capítulo dedicado al diagnóstico de la situación, que «la aplicación de la normativa de prevención de riesgos laborales a los empleados públicos ha presentado insuficiencias que es necesario corregir».
Así el objetivo principal del RD 67/2010, consiste en corregir las mencionadas deficiencias y mejorar la eficacia de la actuación preventiva de la AGE. 
No obstante este Reglamento se aplica exclusivamente a la AGE y a los Organismos públicos vinculados o dependientes de ella que tengan personal funcionario o estatutario a su servicio. 
Las Comunidades Autónomas pueden dictar su propia normativa específica de adaptación. Así la Comunidad Autónoma Valenciana, desarrolla la LPRL y el RSP, para el ámbito de la administración de la Generalitat Valenciana, a través del Decreto 123/2001, de 10 de julio, del Gobierno Valenciano, por el que se aprueba el Reglamento de los Servicios de Prevención de Riesgos Laborales en el ámbito de la administración de la Generalitat Valenciana y sus organismos autónomos.
Para el resto de AA.PP. (Administración Local, por ejemplo), en defecto de normativa específica, será de aplicación lo dispuesto en el RSP.
[bookmark: _Toc425409207]1.1. Objeto
La LPRL no solo ordena las obligaciones, responsabilidades y derechos de los actores directamente relacionados con el hecho laboral, sino que tiene el firme propósito de fomentar una auténtica cultura preventiva, mediante la promoción de la mejora de la educación en dicha materia en todos los niveles educativos.
Según establece en su artículo 2, la LPRL tiene por objeto promover la seguridad y la salud de los trabajadores/as mediante la aplicación de medidas y el desarrollo de las actividades necesarias para la prevención de riesgos derivados del trabajo.
A tales efectos, establece los principios generales relativos a la prevención de los riesgos profesionales para la protección de la seguridad y de la salud, la eliminación o disminución de los riesgos derivados del trabajo, la información, la consulta, la participación equilibrada y la formación del personal en materia preventiva.
En cuanto al objeto del RD 67/2010 y del Decreto 123/2001 del Gobierno Valenciano, es la adaptación a sus respectivas administraciones, AGE y administración autonómica valenciana, de la LPRL, así como del RSP, partiendo de la integración de la prevención en el conjunto de sus actividades y decisiones y la potenciación de sus recursos propios, y adecuando su contenido a sus peculiaridades organizativas y de participación del personal a su servicio.
[bookmark: _Toc425409208]1.2. Ámbito de aplicación
El RD 67/2010 es de aplicación en la Administración General del Estado y en los organismos públicos vinculados o dependientes de ella que tengan personal funcionario o estatutario a su servicio, ya tengan o no, además, personal laboral. En caso de que existan ambos tipos de personal, las previsiones serán igualmente aplicables a ambos.	
La LPRL y sus normas de desarrollo serán de aplicación tanto en el ámbito de las relaciones laborales reguladas en el texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, como en el de las relaciones de carácter administrativo o estatutario del personal al servicio de las Administraciones Públicas, con las peculiaridades que, en este caso, se contemplan en la Ley o en sus normas de desarrollo
La aplicación de la LPRL en el ámbito de las AA.PP. es la razón por la cual dicha ley no solamente posee el carácter de legislación laboral sino que constituye, en sus aspectos fundamentales, norma básica del régimen estatutario de los funcionarios públicos, dictada al amparo de lo dispuesto en el art. 149.1.18 de la C.E.[footnoteRef:2] [2:  Art. 149.1.18 C.E. “1. El estado tiene competencia exclusiva sobre las siguientes materias: ….. 18º) Las bases del régimen jurídico de las Administraciones públicas y del régimen estatutario de sus funcionarios que, en todo caso, garantizarán a los administrados un tratamiento común ante ellas; el procedimiento administrativo común, sin perjuicio de las especialidades derivadas de la organización propia de las Comunidades Autónomas; legislación sobre expropiación forzosa; legislación básica sobre contratos y concesiones administrativas y el sistema de responsabilidad de todas las Administraciones públicas.”
] 

Sin embargo, se excluyen de su ámbito personal de aplicación los siguientes colectivos:
Policía, seguridad y resguardo aduanero.
Servicios operativos de protección civil y peritaje forense en los casos de grave riesgo, catástrofe y calamidad pública.
Fuerzas armadas y actividades militares de la Guardia Civil.
Si bien, a las funciones que realicen los miembros del Cuerpo de la Guardia Civil y los funcionarios del Cuerpo Nacional de Policía, que no presenten características exclusivas de las actividades de policía, seguridad, resguardo aduanero y servicios operativos de protección civil, les será de aplicación la normativa general sobre prevención de riesgos laborales, con las peculiaridades establecidas para la Administración General del Estado en el RD 67/2010 y las contenidas en los RD 179/2005, de 18 de febrero, y RD 2/2006, de 16 de enero, respectivamente para la Guardia Civil y la Policía Nacional. Así mismo, dicha normativa general sobre prevención de riesgos laborales será igualmente aplicable a los miembros del servicio de Vigilancia Aduanera, cuando realicen actividades cuyas peculiaridades no lo impidan.
Por último señalar que, al referirse la norma a relaciones ya sean de carácter laboral, administrativo o estatutario (en definitiva al trabajo por cuenta ajena), un sector de la doctrina entiende que quedan implícitamente excluidos de la aplicación de la LPRL colectivos tales como becarios o colaboradores sociales.
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Raquel Rodríguez Izquierdo, profesora TEU Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social de la Universidad de Barcelona establece la vinculación entre el trabajo y la persona en los siguientes términos[footnoteRef:3]: “El trabajo humano como actividad física y/o intelectual va ligado inexorablemente a la persona individual y social que es. Esta vinculación entre el trabajo, la persona y su entorno conlleva que las condiciones generales de los lugares donde se desarrolla el trabajo, las instalaciones, las materias primas, los equipos, las herramientas, los procesos productivos y la organización de la actividad y los agentes físicos, químicos y biológicos que están presentes en el trabajo influyen en el trabajador. El trabajo por sí mismo, según las tareas desarrolladas, las condiciones en las que se realiza o la propia organización del mismo pueden llegar a alterar el propio medio en el que la persona actúa. Estas alteraciones, sin duda, pueden repercutir en los aspectos físicos, psicológicos, fisiológicos y sociales del trabajador, pudiendo causar un desequilibrio de éstos, llamado “riesgo laboral”, que puede convertirse en una insatisfacción del trabajador y actualizarse en una enfermedad o un  accidente… Por ello del riesgo laboral se puede pasar a la enfermedad con ocasión o como consecuencia del trabajo y al accidente causado directa o indirectamente por el trabajo…” [3:  Manual de Prevención de Riesgos Laborales (Seguridad, higiene y salud en el trabajo). José Ignacio García Ninet (dir.) Susana Moreno Cáliz (coord..) Editorial Atelier 2012.] 

La enfermedad profesional y el accidente de trabajo suponen una serie de costes:
1. Un coste personal para la persona trabajadora, no sólo a nivel individual (dolor, disminución de la aptitud profesional, frustración…), sino, también, a nivel social (marginación y conflictos sociales).
1. Un coste para las personas que rodean al trabajador/a que se ven afectadas por la situación del trabajador enfermo o accidentado.
1. Un coste para el Sistema de la Seguridad Social (subsidios, pensiones, indemnizaciones).
1. Un coste para la economía familiar de la persona afectada.
1. Un coste para la entidad empleadora (sanciones, indemnizaciones, horas de trabajo perdidas, deterioro de la imagen empresarial, conflictos entre trabajadores…).
Para evitar estos resultados no deseados, es necesario proteger de forma integral al personal frente a los riesgos laborales. Esta protección se puede realizar desde cinco ámbitos distintos:
1. Seguridad en el trabajo.- como conjunto de medios y técnicas dirigidos a la prevención del accidente de trabajo.
2. Higiene y medicina del trabajo.- como técnicas dirigidas a la prevención de la enfermedad del trabajo y la enfermedad profesional.
3. Ergonomía.- entendida como ciencia centrada en la racionalización de las tareas y el bienestar del trabajador mientras las desarrolla.
4. Psicología del trabajo.- que estudia y trata de corregir los factores que desencadenan el estrés, la tensión, la fatiga y la insatisfacción del trabajador/a y así prevenir las enfermedades y los accidentes que pueden derivarse de ellos.
5. Economía laboral.- que calcula los costes que implican los accidentes y las enfermedades causadas por el trabajo, para organizar una acción preventiva en el sentido de inversión y no como gasto.
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· FACTORES DE RIESGO: Son “aquellas características de las condiciones de trabajo que, no siendo adecuadas, determinan la probabilidad de que ocurra un suceso negativo y no deseado que puede poner en peligro la salud o la integridad física del trabajador”.
· RIESGO LABORAL: Es la posibilidad de que un trabajador/a sufra un determinado daño derivado del trabajo.
· EVALUACIÓN DE RIESGOS: Para calificar un riesgo desde el punto de vista de su gravedad, se valorarán conjuntamente la probabilidad de que se produzca el daño y la severidad del mismo. En función de la probabilidad, los riesgos serían: improbables, posibles, probables o inevitables. En función de la severidad, los daños serían muy leves, leves, graves, muy graves o mortales.
· PREVENCIÓN: Son todas las actuaciones encaminadas a evitar el riesgo. Hay prevención cuando se forma y se informa al personal, se realiza una Evaluación de Riesgos, se dota al trabajador/a con un Equipo de Protección Individual (por ejemplo de un casco), o de cualquier otra actuación para prevenir un riesgo.
· GESTION DE LA PREVENCIÓN: El artículo 1 del RSP señala que “La prevención de riesgos laborales, como actuación a desarrollar en el seno de la empresa, deberá integrarse en el conjunto de sus actividades y decisiones, tanto en los procesos técnicos, en la organización del trabajo y en las condiciones en que éste se preste, como en la línea jerárquica de la empresa, incluidos todos los niveles de la misma”.
· ESTÁNDAR: Es lo aceptado como correcto, la práctica admitida como buena.
· SUBESTÁNDAR: Es la desviación respecto de la práctica aceptada.
· PELIGRO: En el trabajo es la actuación, condición o situación subestándar que puede producir efectos adversos sobre las personas, sobre equipos de trabajo o sobre materiales. Ejemplo: imaginemos un trabajador subido a un andamio. Un trabajador en altura. ¿Existe riesgo? Indudablemente sí. Siempre hay una posibilidad, aunque sea mínima de sufrir un accidente. ¿Existe peligro? Depende. Si el trabajador está sobre un andamio homologado, bien montado, con un adecuado sistema anti caídas y ha recibido formación adecuada para prevenir riesgos, es decir, si estamos en una situación estándar no habrá peligro. 
· PÉRDIDA: Es el derroche innecesario y/o no deseado de un recurso material o humano.
· ACCIDENTE: Es el acontecimiento o hecho no deseado, del que se derivan pérdidas, para las personas y/o para los bienes. Legalmente es toda lesión corporal que la persona sufra con ocasión o consecuencia del trabajo que ejecuta por cuenta ajena. Su investigación es importante para prevenir otros futuros accidentes. Se incluyen también las lesiones sufridas en el trayecto de ida al trabajo o cuando se vuelve de él: es el accidente “in itinere”.
· INCIDENTE: Es el acontecimiento o hecho no deseado que, en circunstancias muy poco diferentes, podrían haber provocado un accidente. Es el “casi accidente”. Ejemplo: un camarero que se resbala cuando va a servir, pero que no se cae y no pierde los platos que va a servir, es un incidente. Casi se cae. Casi sufre un accidente.
· ENFERMEDAD DERIVADA DEL TRABAJO: Es el deterioro lento y paulatino de la salud del trabajador/a producida por una exposición continua a situaciones adversas, producidas por agentes químicos, físicos o biológicos.
· ENFERMEDAD PROFESIONAL: Es toda aquella enfermedad contraída a consecuencia del trabajo ejecutado por cuenta ajena, en las actividades que se especifiquen en el cuadro que se aprueba por las disposiciones de aplicación y desarrollo de la ley, y que esté provocada por la acción de los elementos o substancias que en dicho cuadro se indique para toda enfermedad profesional. Cuestión: ¿Toda enfermedad derivada del trabajo es enfermedad profesional? No. Para que sea considerada enfermedad profesional tiene que estar contemplada en el cuadro oficial de enfermedades profesionales.
· SEGURIDAD: Es el control de pérdidas por accidentes.
· HIGIENE LABORAL: Es el control de pérdidas por enfermedades profesionales.
· SEGURIDAD Y SALUD LABORAL: Se puede definir como “el conjunto de métodos y actuaciones que, incidiendo sobre las condiciones de trabajo, tienen como finalidad no tan sólo prevenir los riesgos laborales para evitar los accidentes de trabajo y las enfermedades profesionales, sino también potenciar y promocionar la salud de los trabajadores”. Esta materia se estructura en cuatro grandes disciplinas:
· Seguridad en el trabajo.- dirige su acción a prevenir los accidentes de trabajo.
· Higiene Industrial.- dirige su acción a evitar las enfermedades profesionales.
· Ergonomía y Psicología aplicada.- 
· La Ergonomía es “la ciencia aplicada al medio laboral, que trata del estudio y diseño de los puestos y lugares de trabajo, de manera que se consiga una adaptación entre éstos y las personas que los ocupen, proporcionando una mayor comodidad, evitando la fatiga y eliminando las situaciones de riesgos, sobre todo las derivadas del error humano, a la vez que se consigue un aumento del rendimiento”. 
· La Psicosociología se puede definir como “la técnica de lucha contra la insatisfacción laboral, que se ocupa de estudiar los aspectos psíquicos y sociológicos, y la relación entre ambos, creados, en o por el trabajo, y que influyen en el estado anímico de las personas, para poder modificarlos y adaptarlos a sus peculiaridades”. 
· Medicina del Trabajo.- Es la especialidad médica preventiva cuya finalidad es proteger y velar por la salud de los trabajadores/as, asegurando que los puestos de trabajo que ocupan convengan a sus aptitudes fisiológicas y psicológicas.
Los métodos y actuaciones desarrollados en estas disciplinas pueden ser variados:
· Actuaciones técnicas: controles ambientales, dispositivos de seguridad, etc.
· Actuaciones médicas: reconocimientos médicos del personal, controles bioquímicos, etc.
· Actuaciones organizativas: turnos de trabajo, rotación de tareas, regulación de los descansos, etc.
· Actuaciones formativas/informativas: impartición de cursos, avisos, carteles, notificaciones, etc.
Estos métodos constituyen la acción preventiva que el empresario, de conformidad con el art. 15 y ss de la LPRL, debe desarrollar:
1) Identificar los riegos existentes.
2) Eliminarlos.
3) Evaluar los riegos que no se puedan evitar, y reducirlos combatiéndolos en su origen.
4) Proteger a los trabajadores/as de los riesgos que no hayan sido eliminados, anteponiendo y priorizando la adopción de las medidas de protección colectivas a las individuales.
· CONDICIONES DE TRABAJO: El art. 4.7 LPRL dispone que “A efectos de la presente Ley y de las normas que la desarrollen:… Se entenderá como “condición de trabajo” cualquier característica del mismo que pueda tener una influencia significativa en la generación de riesgos para la seguridad y la salud del trabajador. Quedan incluidas en esta definición:
1. Las características generales de los locales, instalaciones, equipos, productos y demás útiles existentes en el centro de trabajo.
1. La naturaleza de los agentes físicos, químicos y biológicos presentes en el ambiente de trabajo y sus correspondientes intensidades, concentraciones o niveles de presencia.
1. Los procedimientos para la utilización de los agentes citados anteriormente que influyan en la generación de los riesgos mencionados.
1. Todas aquellas otras características del trabajo, incluidas las relativas a su organización y ordenación, que influyan en la magnitud de los riesgos a que esté expuesto el trabajador.”
Partiendo de esta definición técnica, el concepto “condiciones de trabajo” comprende tres variables: el entorno, la tarea (factores técnicos) y el trabajador/a (factor humano).
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Los derechos y obligaciones en materia de prevención de riesgos laborales vienen regulados en el Capítulo III, artículos 14 a 29, de la LPRL. No obstante, la LPRL es una norma mínima, obligatoria/indisponible pero mejorable por vía de convenio colectivo o contrato individual, lo cual supone que los representantes de trabajadores/as y empresarios/as tienen un papel de gran magnitud en esta materia.
El artículo 14 de la Ley precisa que el personal tiene derecho a una protección eficaz en materia de seguridad y salud en el trabajo. El citado derecho supone la existencia de un correlativo deber del empresario de protección de los trabajadores/as frente a los riesgos laborales. Este deber de protección constituye, igualmente, un deber de las Administraciones Públicas respecto del personal a su servicio.
[bookmark: _Toc425409212]3.1. Derechos de los trabajadores/as.
El artículo 14.1 de la LPRL establece: “Los derechos de información, consulta y participación, formación en materia preventiva, paralización de la actividad en caso de riesgo grave e inminente y vigilancia de su estado de salud, en los términos previstos en la presente Ley, forman parte del derecho de los trabajadores a una protección eficaz en materia de seguridad y salud en el trabajo.” 
· DERECHO DE INFORMACIÓN.- Con carácter general, la información versará sobre los siguientes temas y se facilitará a los representantes de los trabajadores/as (Delegados/as de Prevención, cuando estén designados/as):
· Sobre riesgos para la seguridad y salud del personal, tanto aquellos riesgos que afecten a la empresa en su conjunto como a cada tipo de puesto de trabajo o función (Evaluación de riesgos).
· Sobre las medidas y actividades de protección y prevención aplicables a los riesgos antes citados (Planificación preventiva).
· Sobre las medidas adoptadas en materia de emergencias (Planes de Emergencias y Evacuación).
Asimismo a cada persona trabajadora, singularmente considerada, habrá que darle la información de los riesgos específicos que a ella le afecten.
Desde la Diputación de Alicante a la firma del contrato y dentro del plan de acogida, se dan a conocer al personal de la misma: 
· Los riesgos para la seguridad y la salud del personal en el trabajo, tanto aquellos que afecten a la Diputación de Alicante en su conjunto como a cada tipo de puesto de trabajo (Ficha de riesgos del puesto de trabajo).
· Las medidas y actividades de protección y prevención aplicables a los riesgos señalados en el apartado anterior.
· Las medidas a adoptar en materia de primeros auxilios, de lucha contra incendios y evacuación.
· Las instrucciones a seguir en caso de accidente laboral.
· DERECHO DE CONSULTA Y PARTICIPACIÓN.- El empresario deberá consultar al personal, y permitir su participación, en el marco de todas las cuestiones que afecten a la seguridad y a la salud en el trabajo. Asimismo, los trabajadores/as tendrán derecho a efectuar propuestas al empresario, así como a los órganos de participación y representación previstos en la Ley, dirigidas a la mejora de los niveles de protección de la seguridad y la salud en la empresa.
· DERECHO DE FORMACIÓN EN MATERIA PREVENTIVA.- El empresario deberá garantizar que cada trabajador/a reciba una formación teórica y práctica, suficiente y adecuada, en materia preventiva, tanto en el momento de su contratación, cualquiera que sea la modalidad o duración de ésta, como cuando se produzcan cambios en las funciones que desempeñe o se introduzcan nuevas tecnologías o cambios en los equipos de trabajo.
La formación deberá estar centrada específicamente en el puesto de trabajo o función de cada trabajador/a, adaptarse a la evolución de los riesgos y a la aparición de otros nuevos y repetirse periódicamente, si fuera necesario.
Esta formación deberá impartirse, siempre que sea posible, dentro de la jornada de trabajo o, en su defecto, en otras horas pero con el descuento en aquélla del tiempo invertido en la misma. El coste de la formación en materia de prevención de riesgos no recaerá en ningún caso sobre los trabajadores/as.
El Plan de Formación de la Diputación de Alicante incluye:
· Formación a los responsables. Nivel básico de prevención de riesgos laborales.
· Formación de delegados/as de prevención, miembros del Comité de Seguridad y Salud y Coordinadores/as con el Servicio de Prevención. Nivel básico de prevención de riesgos laborales.
· Formación del personal de nuevo ingreso.
· Formación a todo el personal en materias específicas:
· Riesgos en el puesto de trabajo
· Emergencias
· Primeros auxilios
· Otros riesgos identificados
· DERECHO DE PARALIZACIÓN DE LA ACTIVIDAD EN CASO DE RIESGO GRAVE E INMINENTE.- El trabajador/a tendrá derecho a interrumpir su actividad y abandonar el lugar de trabajo, en caso necesario, cuando considere que dicha actividad entraña un riesgo grave e inminente para su vida o su salud.
En caso necesario, los representantes legales del personal podrán acordar, por mayoría de sus miembros, la paralización de la actividad de los trabajadores/as afectados por dicho riesgo. Tal acuerdo será comunicado de inmediato a la empresa y a la autoridad laboral, la cual, en el plazo de veinticuatro horas, anulará o ratificará la paralización acordada.
El acuerdo de paralización podrá ser adoptado por decisión mayoritaria de los Delegados/as de Prevención cuando no resulte posible reunir con la urgencia requerida al órgano de representación del personal.
· DERECHO A LA VIGILANCIA DE SU ESTADO DE SALUD.- El empresario garantizará a los trabajadores/as a su servicio la vigilancia periódica de su estado de salud en función de los riesgos inherentes al trabajo. Esta vigilancia sólo podrá llevarse a cabo cuando el trabajador/a preste su consentimiento, salvo determinados supuestos especiales. 
Las medidas de vigilancia y control de la salud se llevarán a cabo respetando siempre el derecho a la intimidad y a la dignidad de la persona del trabajador/a y la confidencialidad de toda la información relacionada con su estado de salud.
Los resultados serán comunicados a las personas afectadas y no podrán ser usados con fines discriminatorios ni en perjuicio del trabajador/a.
[bookmark: _Toc425409213]3.2. Obligaciones de los trabajadores/as.
Cada trabajador/a deberá velar, según sus posibilidades y mediante el cumplimiento de las medidas de prevención que en cada caso sean adoptadas, por su propia seguridad y salud en el trabajo y por la de aquellas otras personas a las que pueda afectar su actividad profesional, a causa de sus actos y omisiones en el trabajo, de conformidad con su formación y las instrucciones del empresario.
Con arreglo a su formación y siguiendo las instrucciones del empresario, deberá en particular:
1. Usar adecuadamente, de acuerdo con su naturaleza y los riesgos previsibles, las máquinas, aparatos, herramientas, sustancias peligrosas, equipos de transporte y, en general, cualesquiera otros medios con los que desarrollen su actividad.
2. Utilizar correctamente los medios y equipos de protección facilitados por el empresario, de acuerdo con las instrucciones recibidas de éste.
3. No poner fuera de funcionamiento y utilizar correctamente los dispositivos de seguridad existentes o que se instalen en los medios relacionados con su actividad o en los lugares de trabajo en los que ésta tenga lugar.
4. Informar de inmediato a su superior jerárquico directo, y a los trabajadores/as designados para realizar actividades de protección y de prevención o, en su caso, al servicio de prevención, acerca de cualquier situación que, a su juicio, entrañe, por motivos razonables, un riesgo para la seguridad y la salud del personal.
5. Contribuir al cumplimiento de las obligaciones establecidas por la autoridad competente con el fin de proteger la seguridad y la salud de los trabajadores/as en el trabajo.
6. Cooperar con el empresario para que éste pueda garantizar unas condiciones de trabajo que sean seguras y no entrañen riesgos para la seguridad y la salud de los trabajadores/as.
7. Someterse a los reconocimientos médicos obligatorios en los supuestos en los que la realización de los mismos sea imprescindible para evaluar los efectos de las condiciones de trabajo sobre la salud de los trabajadores/as o para verificar si el estado de salud del trabajador/a puede constituir un peligro para el mismo, para los demás trabajadores/as o para otras personas relacionadas con la empresa o cuando así esté establecido en una disposición legal en relación con la protección de riesgos específicos y actividades de especial peligrosidad.
El incumplimiento por el personal de las obligaciones en materia de prevención de riesgos tendrá la consideración de incumplimiento laboral a los efectos previstos en el artículo 58.1 del Estatuto de los Trabajadores o de falta, en su caso, conforme a lo establecido en la correspondiente normativa sobre régimen disciplinario de los funcionarios públicos o del personal estatutario al servicio de las Administraciones públicas. 
[bookmark: _Toc425409214]3.3. Obligaciones del empresario.
En cumplimiento del deber de protección, el empresario deberá garantizar la seguridad y la salud de los trabajadores/as a su servicio en todos los aspectos relacionados con el trabajo. A estos efectos, en el marco de sus responsabilidades, el empresario realizará la prevención de los riesgos laborales mediante la integración de la actividad preventiva en la empresa y la adopción de cuantas medidas sean necesarias para la protección de la seguridad y la salud de los trabajadores/as. 
El empresario desarrollará una acción permanente de seguimiento de la actividad preventiva con el fin de perfeccionar de manera continua las actividades de identificación, evaluación y control de los riesgos que no se hayan podido evitar y los niveles de protección existentes. 
· PRINCIPIOS DE LA ACCIÓN PREVENTIVA.- El empresario aplicará las medidas que integran el deber general de prevención, con arreglo a los siguientes principios generales:
1. Evitar los riesgos.
1. Evaluar los riesgos que no se puedan evitar.
1. Combatir los riesgos en su origen.
1. Adaptar el trabajo a la persona.
1. Tener en cuenta la evolución de la técnica.
1. Sustituir lo peligroso por lo que entrañe poco o ningún peligro.
1. Planificar la prevención.
1. Adoptar medidas que antepongan la protección colectiva a la individual.
1. Dar las debidas instrucciones a los trabajadores/as.
· PLAN DE PREVENCIÓN DE RIESGOS LABORALES.- El Plan de Prevención de Riesgos Laborales es la herramienta a través de la cual debe integrarse la actividad preventiva de los Departamentos y organismos públicos en su sistema general de gestión, tanto en el conjunto de sus actividades como en todos los niveles jerárquicos. 
El Plan de Prevención de Riesgos Laborales habrá de reflejarse en un documento que se conservará a disposición de la autoridad laboral, de las autoridades sanitarias y de los representantes de los trabajadores, e incluirá, con la amplitud adecuada a la dimensión y características de cada Departamento u organismo público, los siguientes elementos:
1. La identificación del Departamento u organismo público, de su actividad, el número y características de los centros de trabajo y el número de trabajadores y sus características con relevancia en la prevención de riesgos laborales.
1. La estructura organizativa del Departamento u organismo público, identificando las funciones y responsabilidades que asume cada uno de sus niveles jerárquicos y los respectivos cauces de comunicación entre ellos, en relación con la prevención de riesgos laborales.
1. La identificación, en su caso, de los distintos procesos de trabajo, las prácticas y los procedimientos organizativos existentes en el Departamento u organismo, en relación con la prevención de riesgos laborales.
1. La organización de la prevención en el Departamento u organismo, indicando la modalidad preventiva elegida y los órganos de representación existentes.
1. La política, los objetivos y metas que en materia preventiva pretende alcanzar el Departamento u organismo, así como los recursos humanos, técnicos, materiales y económicos de los que va a disponer al efecto
El Plan de Prevención de la Diputación Provincial de Alicante fue aprobado por el Pleno de la Corporación el 5 de julio de 2012, e incluye la Política integrada de Calidad y Prevención de Riesgos Laborales.
· EVALUACIÓN DE RIESGOS.- Es uno de los instrumentos esenciales para la gestión y aplicación del Plan de Prevención de Riesgos Laborales. La evaluación de los riesgos laborales es el proceso dirigido a estimar la magnitud de aquellos riesgos que no hayan podido evitarse, obteniendo la información necesaria para que el empresario esté en condiciones de tomar una decisión apropiada sobre la necesidad de adoptar medidas preventivas y, en tal caso, sobre el tipo de medidas que deben adoptarse.
· PLANIFICACIÓN DE LA ACTIVIDAD PREVENTIVA.- Es el segundo instrumento esencial para la gestión y aplicación del Plan de Prevención de Riesgos Laborales. El artículo 8 del RSP establece que “cuando el resultado de la evaluación pusiera de manifiesto situaciones de riesgo, el empresario planificará la actividad preventiva que proceda con objeto de eliminar o controlar y reducir dichos riesgos, conforme a un orden de prioridades en función de su magnitud y número de trabajadores expuestos a los mismos”.
· EL SERVICIO DE PREVENCIÓN DE RIESGOS LABORALES.-  	La acción preventiva en la empresa, o en las distintas Administraciones, debe estructurarse a través de la actuación de uno o varios trabajadores/as específicamente designados/as para ello, o bien de la constitución de un servicio de prevención propio o del recurso a un servicio de prevención ajeno.
Según el RSP, el empresario deberá constituir un servicio de prevención propio cuando concurra alguno de los siguientes supuestos:
· Que se trate de empresas que cuenten con más de 500 trabajadores/as.
· Que, tratándose de empresas de entre 250 y 500 trabajadores/as, desarrollen alguna de las actividades incluidas en el anexo I del RSP.
· Que, tratándose de empresas no incluidas en los apartados anteriores, así lo decida la autoridad laboral, previo informe de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social y, en su caso, de los órganos técnicos en materia preventiva de las Comunidades Autónomas. 
Se entenderá como servicio de prevención el conjunto de medios humanos y materiales necesarios para realizar las actividades preventivas a fin de garantizar la adecuada protección de la seguridad y la salud de los trabajadores/as, asesorando y asistiendo para ello al empresario, a los trabajadores/as y a sus representantes y a los órganos de representación especializados.
El pasado 9 de abril de 2015, se aprobó por el Pleno Provincial, el “Servicio de Prevención Mancomunado de la Excma. Diputación Provincial de Alicante y sus organismos y sociedades públicas dependientes”
· EQUIPOS DE TRABAJO Y MEDIOS DE PROTECCIÓN.- El empresario adoptará las medidas necesarias con el fin de que los equipos de trabajo sean adecuados para el trabajo que deba realizarse y convenientemente adaptados a tal efecto, de forma que garanticen la seguridad y la salud del personal al utilizarlos. El empresario deberá proporcionar a sus trabajadores/as equipos de protección individual (EPI’s) adecuados para el desempeño de sus funciones y velar por el uso efectivo de los mismos cuando, por la naturaleza de los trabajos realizados, sean necesarios. Los equipos de protección individual deberán utilizarse cuando los riesgos no se puedan evitar o no puedan limitarse suficientemente por medios técnicos de protección colectiva o mediante medidas, métodos o procedimientos de organización del trabajo.
· INFORMACIÓN Y FORMACION.- A fin de dar cumplimiento al deber de protección establecido en la LPRL, el empresario adoptará las medidas adecuadas para que los trabajadores/as reciban todas las informaciones necesarias, así como una formación teórica y práctica, suficiente y adecuada, en materia preventiva, tanto en el momento de su contratación, cualquiera que sea la modalidad o duración de ésta, como cuando se produzcan cambios en las funciones que desempeñe o se introduzcan nuevas tecnologías o cambios en los equipos de trabajo.
· SITUACIONES DE EMERGENCIA Y RIESGOS GRAVES E INMINENTES.- Teniendo en cuenta el tamaño y la actividad de la empresa, así como la posible presencia de personas ajenas a la misma, se deberán analizar las posibles situaciones de emergencia y adoptar las medidas necesarias en materia de primeros auxilios, lucha contra incendios y evacuación de los trabajadores, designando para ello al personal encargado de poner en práctica estas medidas y comprobando periódicamente, en su caso, su correcto funcionamiento (simulacros de evacuación). El citado personal deberá poseer la formación necesaria, ser suficiente en número y disponer del material adecuado, en función de las circunstancias antes señaladas. A tales efectos se deberán elaborar los correspondientes Planes de Emergencia y Evacuación para cada uno de los edificios que integren la empresa o administración de que se trate.
Cuando los trabajadores/as estén o puedan estar expuestos a un riesgo grave e inminente con ocasión de su trabajo, el empresario estará obligado a:
1. Informar lo antes posible a todas las personas afectadas acerca de la existencia de dicho riesgo y de las medidas adoptadas o que, en su caso, deban adoptarse en materia de protección.
1. Adoptar las medidas y dar las instrucciones necesarias para que, en caso de peligro grave, inminente e inevitable, los trabajadores/as puedan interrumpir su actividad y, si fuera necesario, abandonar de inmediato el lugar de trabajo. 
1. Disponer lo necesario para que el trabajador/a que no pudiera ponerse en contacto con su superior jerárquico, esté en condiciones, habida cuenta de sus conocimientos y de los medios técnicos puestos a su disposición, de adoptar las medidas necesarias para evitar las consecuencias de dicho peligro.
· VIGILANCIA DE LA SALUD.- El empresario garantizará a los trabajadores/as a su servicio la vigilancia periódica de su estado de salud en función de los riesgos inherentes al trabajo. Si bien inicialmente el empresario no es responsable ni guardián del estado de salud del trabajador/a al inicio de su relación laboral, sí que le corresponde, a partir del inicio de dicha relación laboral, una serie de obligaciones de vigilancia de sus trabajadores/as. La obligación de los controles periódicos dependerá de la importancia de los riesgos inherentes al trabajo, sin perjuicio de que, a través de la negociación colectiva o del contrato individual, sea posible ampliar la obligación empresarial o mejorar la que reglamentariamente corresponda.
· DOCUMENTACIÓN.- La LPRL impone al empresario un conjunto de obligaciones instrumentales consistentes en elaborar y conservar a disposición de la autoridad laboral y de las autoridades sanitarias una serie de documentos, en donde quedará constancia del cumplimiento de sus obligaciones esenciales:
1. Plan de Prevención de Riesgos Laborales. 
1. Evaluación de los riesgos para la seguridad y la salud en el trabajo, incluido el resultado de los controles periódicos de las condiciones de trabajo y de la actividad de los trabajadores/as.
1. Planificación de la actividad preventiva, incluidas las medidas de protección y de prevención a adoptar y, en su caso, material de protección que deba utilizarse. 
1. Práctica de los controles del estado de salud de los trabajadores/as.
1. Relación de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales que hayan causado al trabajador/a una incapacidad laboral superior a un día de trabajo. En estos casos el empresario estará además obligado a notificar por escrito a la autoridad laboral los daños para la salud de los trabajadores/as a su servicio que se hubieran producido con motivo del desarrollo de su trabajo, conforme al procedimiento que se determine reglamentariamente.
· COORDINACIÓN DE ACTIVIDADES EMPRESARIALES.- Cuando en un mismo centro de trabajo desarrollen actividades trabajadores/as de dos o más empresas, éstas deberán cooperar en la aplicación de la normativa sobre prevención de riesgos laborales. A tal fin, establecerán los medios de coordinación que sean necesarios en cuanto a la protección y prevención de riesgos laborales y la información sobre los mismos a sus respectivos trabajadores/as. Las notas características de este preceptos son:
· La referencia a un mismo centro de trabajo.
· Que desarrollen actividades trabajadores/as de dos o más empresas.
· La obligación de cooperar en la aplicación de la normativa sobre prevención de riesgos laborales.
· La obligación de establecer los medios de coordinación necesarios para la protección y prevención de los riesgos laborales.
· La obligación de informar a sus respectivos trabajadores/as sobre los riesgos a los que pueden verse sometidos.
El empresario o Administración titular del centro de trabajo adoptará las medidas necesarias para que aquellos otros empresarios que desarrollen actividades en su centro de trabajo reciban la información y las instrucciones adecuadas, en relación con los riesgos existentes en el centro de trabajo y con las medidas de protección y prevención correspondientes, así como sobre las medidas de emergencia a aplicar, para su traslado a sus respectivos trabajadores/as.
Por otra parte, las empresas que contraten o subcontraten con otras la realización de obras o servicios correspondientes a la propia actividad de aquéllas y que se desarrollen en sus propios centros de trabajo deberán vigilar el cumplimiento por dichos contratistas y subcontratistas de la normativa de prevención de riesgos laborales.
· PROTECCIÓN DE TRABAJADORES/AS ESPECIALMENTE SENSIBLES A DETERMINADOS RIESGOS.- Se garantizará de manera específica la protección de los trabajadores/as que, por sus propias características personales o estado biológico conocido, incluidos aquellos que tengan reconocida la situación de discapacidad física, psíquica o sensorial, sean especialmente sensibles a los riesgos derivados del trabajo. A tal fin, deberá tener en cuenta dichos aspectos en las evaluaciones de los riesgos y, en función de éstas, adoptará las medidas preventivas y de protección necesarias.
· PROTECCIÓN DE LA MATERNIDAD.- La evaluación de los riesgos deberá comprender la determinación de la naturaleza, el grado y la duración de la exposición de las trabajadoras en situación de embarazo o parto reciente a agentes, procedimientos o condiciones de trabajo que puedan influir negativamente en la salud de las trabajadoras o del feto, en cualquier actividad susceptible de presentar un riesgo específico. Si los resultados de la evaluación revelasen un riesgo para la seguridad y la salud o una posible repercusión sobre el embarazo o la lactancia de las citadas trabajadoras, el empresario adoptará las medidas necesarias para evitar la exposición a dicho riesgo, a través de una adaptación de las condiciones o del tiempo de trabajo de la trabajadora afectada. Dichas medidas incluirán, cuando resulte necesario, la no realización de trabajo nocturno o de trabajo a turnos. 
En la Diputación de Alicante, el procedimiento “Mater Dipu” permite la adaptación de los puestos de trabajo o la adscripción a “puestos blancos” para evitar riesgos en situación de embarazo.
Si dicho cambio de puesto no resultara técnica u objetivamente posible, o no pueda razonablemente exigirse por motivos justificados, podrá declararse el paso de la trabajadora afectada a la situación de suspensión del contrato por riesgo durante el embarazo, durante el período necesario para la protección de su seguridad o de su salud y mientras persista la imposibilidad de reincorporarse a su puesto anterior o a otro puesto compatible con su estado.
Estos preceptos serán también de aplicación durante el período de lactancia natural, si las condiciones de trabajo pudieran influir negativamente en la salud de la mujer o del bebe.
· RELACIONES DE TRABAJO TEMPORALES, DE DURACIÓN DETERMINADA Y EN EMPRESAS DE TRABAJO TEMPORAL.- El personal con relaciones de trabajo temporales o de duración determinada, así como las personas contratadas por empresas de trabajo temporal, deberán disfrutar del mismo nivel de protección en materia de seguridad y salud que los restantes trabajadores/as de la empresa en la que prestan sus servicios. La existencia de este tipo relación de trabajo no justificará en ningún caso una diferencia de trato por lo que respecta a las condiciones de trabajo, en lo relativo a cualquiera de los aspectos de la protección de la seguridad y la salud de los trabajadores/as.
[bookmark: _Toc425408186][bookmark: _Toc425409215]IV – Consulta Y Participación De Los Trabajadores/As.
La consulta y participación de los trabajadores/as se regula en el Capítulo V, artículos 33 a 40, de la LPRL.
Se deberá consultar a los trabajadores/as, o a su representación legal, con la debida antelación, la adopción de las decisiones relativas a:
1. La planificación y la organización del trabajo en la empresa y la introducción de nuevas tecnologías, en todo lo relacionado con las consecuencias que éstas pudieran tener para la seguridad y la salud de los trabajadores/as, derivadas de la elección de los equipos, la determinación y la adecuación de las condiciones de trabajo y el impacto de los factores ambientales en el trabajo.
1. La organización y desarrollo de las actividades de protección de la salud y prevención de los riesgos profesionales en la empresa, incluida la designación de los trabajadores/as encargados de dichas actividades o el recurso a un servicio de prevención externo.
1. La designación de los trabajadores/as encargados de las medidas de emergencia.
1. Los procedimientos de información y documentación a que se refieren la Ley.
1. El proyecto y la organización de la formación en materia preventiva.
1. Cualquier otra acción que pueda tener efectos sustanciales sobre la seguridad y la salud de los trabajadores/as.
[bookmark: _Toc425409216]4.1. Los Delegados/as de Prevención
El art. 35 LPRL contiene la definición y régimen jurídico de la nueva figura representativa que la Ley introduce y que designa como Delegado/a de Prevención, al que considera como “representante de los trabajadores/as” con “funciones específicas en materia de prevención de riesgos en el trabajo”.
Especifica que los Delegados/as de Prevención serán designados por y entre los representantes del personal, en el ámbito de los órganos de representación, es decir entre los Delegados/as de Personal (en EE.LL con menos de 50 trabajadores/as), miembros del Comité de Empresa o miembros de la Junta de Personal.
En los centros de trabajo que cuenten de 6 a 10 trabajadores/as, podrá elegirse un Delegado/a de Personal, si así lo decidieran los trabajadores/as por mayoría (art. 62.1 del E.T.)[footnoteRef:4], dicho Delegado/a ejercería las funciones de Delegado/a de Prevención. De 10 a 30 trabajadores/as, se elegirá un Delegado/a de Personal que igualmente será el Delegado/a de Prevención. De 31 a 49 trabajadores/as, se elegirán 3 Delegados/as de Personal entre los cuales habrá de elegirse un Delegado/a de Prevención. [4:  Esta previsión no viene recogida en el EBEP para los funcionarios, por lo que las Entidades Locales con menos de 10 trabajadores no tendrían ni Delegado de Personal, ni por lo tanto Delegado de Prevención.] 

En las EE.LL. de al menos 50 trabajadores/as, se designarán los Delegados/as de Prevención con arreglo a la siguiente escala:

	De 50 a 100 trabajadores/as
	2 Delegados/as de Prevención.

	De 101 a 500 trabajadores/as
	3 Delegados/as de Prevención.

	De 501 a 1.000 trabajadores/as
	4 Delegados/as de Prevención.

	De 1.001 a 2.000 trabajadores/as
	5 Delegados/as de Prevención.

	De 2.001 a 3.000 trabajadores/as
	6 Delegados/as de Prevención.

	De 3.001 a 4.000 trabajadores/as
	7 Delegados/as de Prevención.

	De 4.001 en adelante
	8 Delegados/as de Prevención.


	
Así, en la Diputación de Alicante, existen 7 Delegados/as de Prevención: 4 elegidos en el seno de la Junta de Personal y 3 elegidos en el seno del Comité de Empresa.
Los Delegados/as de Prevención no son por lo tanto una nueva categoría de representación de los trabajadores, sino que son los mismos representantes del personal que van a unir en su persona dos cometidos diferentes:
· Los propios de un órgano de representación general.
· Los más específicos que les atribuye la LPRL respecto a los temas de seguridad y salud.
Estos Delegados/as deberán disponer de los medios y la formación en materia preventiva que resulten necesarios para el ejercicio de sus funciones. Asimismo estarán sometidos al debido sigilo profesional respecto de las informaciones a que tuviesen acceso como consecuencia de su actuación en la empresa.
Son competencias de los Delegados/as de Prevención:
1. Colaborar con la dirección de la empresa en la mejora de la acción preventiva.
1. Promover y fomentar la cooperación de los trabajadores/as en la ejecución de la normativa sobre prevención de riesgos laborales.
1. Ser consultados por el empresario, con carácter previo a su ejecución, acerca de las decisiones a que se refiere el artículo 33 de la LPRL.
1. Ejercer una labor de vigilancia y control sobre el cumplimiento de la normativa de prevención de riesgos laborales.
[bookmark: _Toc425409217]4.2. El Comité de Seguridad y Salud
El art. 6 del RD 67/2010 LPRL define al Comité de Seguridad y Salud como “órgano paritario y colegiado de participación, destinado a la consulta regular y periódica de las actuaciones de la Administración General del Estado y de los organismos públicos incluidos en el ámbito de aplicación de este real decreto, en materia de prevención de riesgos laborales. El citado Comité estará formado por los Delegados de Prevención designados conforme al artículo 5 del presente real decreto y por representantes de la Administración en número no superior al de delegados.”
Con carácter general, se constituirá un único Comité de Seguridad y Salud en el ámbito de los órganos de representación previstos en la Ley de Órganos de Representación del Personal al Servicio de las Administraciones Públicas, que estará integrado por los Delegados/as de Prevención designados en dicho ámbito.
El Comité de Seguridad y Salud de la Diputación de Alicante, constituido tras las elecciones sindicales de febrero de 2015, está formado por 7 Delegados/as de Prevención y 7 técnicos representantes de la Corporación, por lo que tiene un total de 14 miembros.
En las reuniones del Comité de Seguridad y Salud podrán participar, con voz pero sin voto, los Delegados/as Sindicales y los responsables técnicos de la prevención en la empresa.
El Comité de Seguridad y Salud tiene las siguientes competencias:
· Participar en la elaboración, puesta en práctica y evaluación de los planes y programas de prevención de riesgos en la empresa.
· Promover iniciativas sobre métodos y procedimientos para la efectiva prevención de los riesgos, proponiendo a la empresa la mejora de las condiciones o la corrección de las deficiencias existentes.
En el ejercicio de sus competencias, el Comité de Seguridad y Salud estará facultado para:
· Conocer directamente la situación relativa a la prevención de riesgos en el centro de trabajo, realizando a tal efecto las visitas que estime oportunas.
· Conocer cuántos documentos e informes relativos a las condiciones de trabajo sean necesarios para el cumplimiento de sus funciones, así como los procedentes de la actividad del servicio de prevención, en su caso.
· Conocer y analizar los daños producidos en la salud o en la integridad física de los trabajadores/as, al objeto de valorar sus causas y proponer las medidas preventivas oportunas.
· Conocer e informar la memoria y programación anual de servicios de prevención.
[bookmark: _Toc425408187][bookmark: _Toc425409218]V – Integración de la Prevención en la Política de Calidad de esta Excma. Diputación.
La LPRL, especialmente después de la reforma llevada a cabo por la Ley 54/2003, de 12 de diciembre, destaca tres ejes esenciales de la actuación empresarial en materia de prevención de riesgos laborales: cultura, integración y gestión de la prevención.
La Nota Técnica de Prevención (NTP 576): Integración de sistemas de gestión: prevención de riesgos laborales, calidad y medio ambiente, del Instituto nacional de Seguridad e Higiene en el Trabajo (INSHT), indica que afrontar con éxito las obligaciones legales que comporta la LPRL y sus reglamentos derivados no implica desarrollar necesariamente un modelo o sistema de actuación normalizado. Por ello en esta nota se muestran vías de integración, especialmente en materia de procedimientos documentales, a fin de lograr la necesaria racionalización, simplificación y sinergia de sistemas.
Es interesante destacar aquellos principios esenciales que permiten entender las profundas coincidencias entre ambos sistemas, demostrándonos la experiencia que una actuación decidida en la mejora de las condiciones de trabajo, con la participación e implicación de los trabajadores allanará el camino hacia la calidad, creando el clima de confianza mutua que ofrece toda inversión en lo humano y evidenciando ante los trabajadores que la calidad y la productividad no se pretenden a su costa si no contando con ellos.
· Tanto la prevención como la calidad, empiezan por la dirección. Sólo si la dirección está comprometida, y este compromiso se muestra además de con palabras, con hechos y con el ejemplo, se lograra el éxito.
· Prevención y calidad, son un proyecto permanente. Las metas no pueden ser estáticas, los sistemas deben estar inmersos en un proceso de mejora continua.
· Ambas se basan fundamentalmente en la actuación preventiva y no en la acción reparadora. Es prioritario actuar antes de que los fallos acontezcan, en lugar de controlar los resultados, aunque también estos han de ser considerados.
· Tanto los criterios preventivos de riesgos laborales como los de calidad han de aplicarse en todas las fases del ciclo de vida de los productos y en todas las etapas de los procesos productivos. Es necesario prevenir fallos tanto en las condiciones normales como anormales que puedan acontecer.
· La salud laboral, igual que la calidad, son medibles. Sólo seremos eficaces si somos capaces de medir y evaluar la situación en la que estamos y como evolucionamos. En ambas áreas las técnicas de evaluación son similares, e incluso algunas son idénticas.
· La prevención de riesgos laborales y la calidad son tarea de todos. Sólo con su integración en la estructura de la empresa y en la actividad cotidiana serán ambas alcanzables.
· El resultado óptimo de prevención de riesgos laborales y calidad se logra mediante la formación, ésta ayuda a lograr aptitudes y actitudes que garanticen comportamientos fiables y positivos para los sistemas.
La excelencia no es una meta concreta a superar, es en realidad un camino que nos predispone individual y colectivamente para estar en todo momento en las mejores condiciones.



La integración de sistemas y el camino de la excelencia.
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El Plan de Prevención de la Diputación de Alicante, incluye la declaración de la Sra. Presidenta de la Corporación sobre la política integrada de prevención y calidad: 
“La política integrada de Prevención de Riesgos Laborales y Calidad de la Diputación Provincial de Alicante, se basa en la prestación eficaz del servicio, cumpliendo con la legislación, normas y especificaciones aplicables, enfocando dichos servicios a satisfacer las necesidades y expectativas de sus usuarios. Para ello, es imprescindible la promoción de la mejora de las condiciones de trabajo, con el fin de elevar los niveles de seguridad y salud de todo el personal, de acuerdo con los siguientes principios básicos de nuestra política:
· Compromiso con la sociedad, el medio ambiente y la salud de nuestros empleados y empleadas, respetando el marco legal y normativo establecido. 
· Necesidad de una mejora continua en la calidad de nuestros servicios y de nuestras condiciones de trabajo. 
· La seguridad y salud del personal es uno de los objetivos permanentes y fundamentales, de la misma forma que lo son la calidad, la productividad y la rentabilidad de las actividades… 
· El principal activo de toda organización son las personas que la integran. Por ello deben estar cualificadas e identificadas con los objetivos de nuestra Diputación y sus opiniones han de ser consideradas.
· Todas las actividades las realizamos si comprometer los aspectos de seguridad y salud. El trabajo bien hecho incluye la adopción de las medidas de seguridad y salud adecuadas.
De acuerdo con estos principios, la Diputación Provincial de Alicante asume los siguientes compromisos:
1. Prestar con eficacia el servicio, cumpliendo con la Legislación, normas y especificaciones aplicables.
2. Enfocar los servicios que presta la Diputación de Alicante a satisfacer las necesidades y expectativas de los usuarios de sus servicios.
3. Alcanzar el más alto nivel de seguridad y salud en el trabajo, cumpliendo con la legislación vigente en materia de Prevención de Riesgos Laborales y avanzando dentro de los compromisos de responsabilidad social corporativa asumidos por esta Diputación.
4. Desarrollar, aplicar y mantener un Sistema de Gestión Integrado destinado a la mejora continua, en todos los aspectos relacionados con el trabajo.
5. Todo el personal con mando debe asegurar unas correctas condiciones de los trabajadores y trabajadoras a su cargo. Para ello debe mostrar interés y dar ejemplo como parte de su función.
6. Para asegurar las condiciones de trabajo, debe integrarse la Prevención de Riesgos Laborales en toda la estructura de la Diputación, en el conjunto de sus actividades y decisiones, tanto en los procesos técnicos, en la organización del trabajo y en las condiciones en que este se preste, como en toda la línea jerárquica de la Diputación, incluidos todos los niveles de la misma. La integración de la prevención en todos los niveles jerárquicos implica la atribución a todos ellos, y la asunción por éstos, de la obligación de incluir la prevención de riesgos en cualquier actividad que realicen y ordenen y en todas las decisiones que adopten.
7. Promover y establecer los medios necesarios para que la comunicación de deficiencias y/o sugerencias de mejora sean analizadas y, de ser posible, aplicadas. El espíritu de innovación y de mejora continua es fundamental para el futuro de nuestra Institución.
8. Establecer cauces de intercambio de información y de cooperación entre nuestro personal y también con nuestros clientes y proveedores para mejorar continuamente el modo de seleccionar nuestros suministros, de realizar nuestro trabajo y de prestar nuestros servicios.
9. Informar y formar a las trabajadoras y trabajadores sobre los riesgos inherentes a su trabajo, así como de los medios y las medidas a adoptar para su prevención.
10. Analizar todos los accidentes con potencial de daño e iniciar su corrección de inmediato. 
11. Controlar periódicamente el cumplimiento y efectividad de la política preventiva.  
12. Difundir esta política entre todos los miembros de la Diputación de Alicante.
Para la puesta en práctica de la presente política, la Presidencia de la Diputación asume la responsabilidad de la implantación de un Sistema integrado de Gestión de la Prevención de Riesgos Laborales y Calidad, que abarque a toda la organización y todas las actividades. Apoyará con todos los medios a su alcance las actuaciones que se definan en el Sistema de Gestión, requiriendo a todo el personal de la Diputación, en especial a los Diputados y Diputadas y a los mandos superiores, para que apoyen y asuman esta política.
Para el cumplimiento de estos Principios fundamentales y compromisos se designan como máximos responsables ejecutores a los Jefes de los Servicios/Áreas de la Diputación para que, con independencia de otras responsabilidades, aseguren que se establece, implanta y mantiene el Sistema de Gestión integrado en sus servicios. Deben mantener periódicamente informados a la presidencia/diputados delegados, revisando anualmente que el Sistema implantado responde a lo establecido en la ley 31/1995, de prevención de riesgos laborales y en los Principios Fundamentales de la Calidad establecidos en la citada norma ISO 9001:2008.
Todo el personal de los servicios es responsable de la aplicación de esta Política, cada uno al nivel que le corresponda en el Sistema de Gestión implantado.”
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